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Legislació n 
Por Cecilio Molina Hernández, profesor adjunto de Derecho mercantil de la 
Universidad CEU-San Pablo. 
 

  
Normativa estatal   
 
Ley 11/2018, de 28 de diciembre, por la que se modifica el Código de 
Comercio, el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, y la Ley 22/2015, de 20 de 
julio, de Auditoría de Cuentas, en materia de información no financiera y 
diversidad. 
 
La Directiva 2014/95/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de octubre de 2014, por 
la que se modifica la Directiva 2013/34/UE en lo que respecta a la divulgación de información 
no financiera e información sobre diversidad por parte de determinadas grandes empresas y 
determinados grupos, tiene como objetivo identificar riesgos para mejorar la sostenibilidad y 
aumentar la confianza de los inversores, los consumidores y la sociedad en general y para ello 
incrementa la divulgación de información no financiera, como pueden ser los factores sociales 
y medioambientales.  
 
Por otro lado, la Directiva 2014/95/UE amplía el contenido exigido en el informe anual de 
gobierno corporativo que deben publicar las sociedades anónimas cotizadas, en aras de 
mejorar la transparencia facilitando la comprensión de la organización empresarial y de los 
negocios de la empresa de que se trate. La nueva obligación para estas sociedades consiste en 
la divulgación de las «políticas de diversidad de competencias y puntos de vista» que apliquen 
a su órgano de administración respecto a cuestiones como la edad, el sexo, la discapacidad, o 
la formación y experiencia profesional. En caso de que la sociedad no aplicase una política de 
diversidad, no existe obligación alguna de establecerla, aunque la declaración sobre 
gobernanza empresarial ha de explicar claramente el motivo por el que no se aplica.  
 
La divulgación de información no financiera o relacionada con la responsabilidad social 
corporativa contribuye a medir, supervisar y gestionar el rendimiento de las empresas y su 
impacto en la sociedad. A la vez, su anuncio resulta esencial para la gestión de la transición 
hacia una economía mundial sostenible que combine la rentabilidad a largo plazo con la 
justicia social y la protección del medio ambiente [considerando (3) de la Directiva 
2014/95/UE]. Una mayor información no financiera por parte de las empresas constituye un 
factor importante a la hora de garantizar un enfoque más a largo plazo, que debe ser 
fomentado y tenido en cuenta. En este contexto, con el fin de mejorar la coherencia y la 
comparabilidad de la información no financiera divulgada, algunas empresas deben preparar 
un estado de información no financiera que contenga información relativa, por lo menos, a 
cuestiones medioambientales y sociales, así como relativas al personal, al respeto de los 
derechos humanos y a la lucha contra la corrupción y el soborno. De acuerdo con la Directiva 
2014/95/UE ese estado debe incluir una descripción de las políticas de resultados y riesgos 
vinculados a esas cuestiones y debe incorporarse en el informe de gestión de la empresa 
obligada o, en su caso, en un informe separado correspondiente al mismo ejercicio que incluya 
el mismo contenido y cumpla los requisitos exigidos.  
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Dicho estado debe incluir, en lo que atañe a cuestiones medioambientales, información 
detallada sobre los efectos actuales y previsibles de las actividades de la empresa en el medio 
ambiente, y, en su caso, la salud y la seguridad, el uso de energía renovable y/o no renovable, 
las emisiones de gases de efecto invernadero, el consumo de agua y la contaminación 
atmosférica.  
 
Respecto a las cuestiones sociales y relativas al personal, la información facilitada en el estado 
puede hacer referencia a las medidas adoptadas para garantizar la igualdad de género, la 
aplicación de convenios fundamentales de la Organización Internacional del Trabajo, las 
condiciones de trabajo, el diálogo social, el respeto del derecho de los trabajadores a ser 
informados y consultados, el respeto de los derechos sindicales, la salud y seguridad en el 
lugar de trabajo y el diálogo con las comunidades locales y las medidas adoptadas para 
garantizar la protección y el desarrollo de esas comunidades.  
 
En relación con los derechos humanos, el estado de información no financiera podría incluir 
información sobre la prevención de las violaciones de los derechos humanos y en su caso, 
sobre las medidas para mitigar, gestionar y reparar los posibles abusos cometidos.  
 
Asimismo, en relación con la lucha contra la corrupción y el soborno, el estado de información 
no financiera podría incluir información sobre los instrumentos existentes para luchar contra 
los mismos.  
 
El estado de información no financiera, de acuerdo con la citada Directiva, debe incluir 
información sobre los procedimientos de diligencia debida aplicados por la empresa y, cuando 
sea pertinente y proporcionado, en relación con sus cadenas de suministro y subcontratación, 
con el fin de detectar, prevenir y atenuar efectos adversos existentes y potenciales. A estos 
efectos, se entiende por procedimientos de diligencia debida las actuaciones realizadas para 
identificar y evaluar los riesgos, así como para su verificación y control, incluyendo la adopción 
de medidas.  
 
Las empresas obligadas deben facilitar información adecuada sobre los aspectos respecto de 
los que existen más probabilidades de que se materialicen los principales riesgos de efectos 
graves, junto con los aspectos respecto de los que dichos riesgos ya se han materializado. Los 
riesgos de efectos adversos pueden derivarse de actividades propias de la empresa o pueden 
estar vinculados a sus actividades. Esto no debe entrañar cargas administrativas adicionales 
innecesarias para las pequeñas y medianas empresas, en los términos definidos en la Ley 
22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas.  
 
Al facilitar esta información, las empresas obligadas deben basarse en marcos nacionales, 
marcos de la Unión Europea, pudiendo utilizarse el Sistema de Gestión y Auditoría 
Medioambientales (EMAS) adaptado a nuestro ordenamiento jurídico a través del Real 
Decreto 239/2013, de 5 de abril, o en marcos internacionales tales como el Pacto Mundial de 
las Naciones Unidas, los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas, el Acuerdo 
de París sobre cambio climático, los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos 
humanos que ponen en práctica el marco de las Naciones Unidas para «proteger, respetar y 
remediar», las Líneas Directrices de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos 
(OCDE) para Empresas Multinacionales, la norma (ISO) 26000 de la Organización Internacional 
de Normalización, la norma (SA) 8000 de la Responsabilidad Social Internacional, la 
Declaración tripartita de principios sobre las empresas multinacionales y la política social de la 
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Organización Internacional del Trabajo, la Iniciativa Mundial de Presentación de Informes de 
Sostenibilidad del GRI (GRI Sustainability Reporting Standards), u otros marcos internacionales 
reconocidos.  
 
En el caso de las organizaciones que hayan obtenido el registro EMAS, se considerará válida y 
suficiente, para cumplir con el apartado del informe dedicado a información medioambiental, 
la información contenida en la declaración ambiental validada por el verificador acreditado en 
la medida que este certificado no sólo opere por centro de trabajo y cubra la totalidad de la 
actividad de la sociedad. No obstante, la acreditación EMAS en ningún caso puede dispensar a 
la entidad de informar sobre la actividad medioambiental en el informe no financiero, con el 
objetivo de que en un solo documento figure toda la información no financiera requerida por 
la Directiva. Las empresas que dispongan de estudios más detallados de huella de carbono, de 
políticas de adaptación a los impactos del cambio climático o de otros ámbitos ambientales 
podrán aportar ésta información como complemento al resto de la información ambiental 
requerida. 
 
El ámbito de aplicación de los requisitos sobre divulgación de información no financiera se 
extiende a las sociedades anónimas, a las de responsabilidad limitada y a las comanditarias por 
acciones que, de forma simultánea, tengan la condición de entidades de interés público cuyo 
número medio de trabajadores empleados durante el ejercicio sea superior a 500 y, 
adicionalmente se consideren empresas grandes, en los términos definidos por la Directiva 
2013/34, es decir, cuyo importe neto de la cifra de negocios, total activo y número medio de 
trabajadores determine su calificación en este sentido.  
 
Las sociedades de interés público que formulen cuentas consolidadas también están incluidas 
en el ámbito de aplicación de esta norma siempre que el grupo se califique como grande, en 
los términos definidos por la Directiva 2013/34/UE, y el número medio de trabajadores 
empleados durante el ejercicio por el conjunto de sociedades que integran el grupo sea 
superior a 500.  
 
No obstante, una empresa dependiente perteneciente a un grupo estará exenta de la 
obligación anterior si la empresa y sus dependientes están incluidas en el informe de gestión 
consolidado de otra empresa. Por otro lado, y en cualquier caso, las pequeñas y medianas 
empresas quedan eximidas de la obligación de incluir una declaración no financiera, así como 
de requisitos adicionales vinculados a dicha obligación.  
 
Los auditores de cuentas y las sociedades de auditoría de cuentas únicamente deben 
comprobar que se haya facilitado el estado de información no financiera.  
 
En este sentido, resulta necesario modificar la redacción del artículo 35 de la Ley 22/2015, de 
20 de julio, de Auditoría de Cuentas, sobre el informe de auditoría de cuentas anuales de 
entidades consideradas de interés público a efectos de esa Ley, para incluir y precisar la 
actuación de los auditores de cuentas, tanto en relación con los estados de información no 
financiera, como en relación con la información sobre diversidad incluida en el informe anual 
de gobierno corporativo de las sociedades cotizadas.  
 
En ambos casos, conforme a lo previsto en la Directiva 2014/95/UE, la actuación del auditor se 
limitará únicamente a la comprobación de que la citada información se ha facilitado en los 
informes correspondientes.  
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Con miras a facilitar la divulgación de información no financiera por parte de las empresas, el 
artículo 2 de la Directiva 2014/95/UE recogía el mandato a la Comisión Europea de elaborar 
unas directrices no vinculantes sobre la metodología aplicable a la presentación de 
información no financiera, incluyendo unos indicadores clave de resultados no financieros de 
carácter general y sectorial, teniendo en cuenta las mejores prácticas existentes, la evolución 
internacional y los resultados de iniciativas conexas en la Unión Europea. En cumplimiento de 
dicho mandato, mediante la Comunicación de la Comisión (2017/C 215/01) se aprobaron en 
mayo de 2017 las Directrices sobre la presentación de informes no financieros (metodología 
para la presentación de informes no financieros). En este sentido, cabe mencionar que en 
España se han llevado a cabo iniciativas sobre indicadores fundamentales financieros y no 
financieros como los propuestos en la «Guía para la elaboración del informe de gestión de las 
entidades cotizadas» de la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV) o en el modelo 
sobre información integrada de la Asociación Española de Contabilidad y Administración de 
Empresas (AECA), recogido en el «Cuadro Integrado de Indicadores (CII-FESG) y su taxonomía 
XBRL», referenciado, a su vez, por la citada Guía de la CNMV. 
 
La transposición de la Directiva 2014/95/UE al ordenamiento español obliga a modificar 
determinados preceptos relativos al informe de gestión en el Código de Comercio, aprobado 
por Real Decreto de 22 de agosto de 1885, y en el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de 
Capital, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, al informe anual de 
gobierno corporativo en éste último, y a la actuación de los auditores de cuentas en relación 
con esas materias en la Ley de Auditoría de Cuentas. Por las razones apuntadas, las 
modificaciones que se incorporan se adecuan a los principios de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia que rigen el ejercicio de la 
iniciativa legislativa, tal y como exige el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.  
 
Por último, se incorporan dos disposiciones adicionales, una disposición transitoria, una 
disposición derogatoria y siete disposiciones finales, de las que la primera modifica la Ley 
35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva; la segunda, la Ley 
16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago; la tercera, la Ley 14/2013, de 27 de 
septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, a efectos de la reducción 
de cargas administrativas en la constitución de sociedades, igual que se modifica el artículo 62 
del Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, en el artículo segundo de esta Ley; y el 
resto de disposiciones finales recogen, respectivamente, el título competencial, una 
declaración expresa sobre la transposición de la Directiva, la habilitación normativa y la 
correspondiente previsión sobre la entrada en vigor. 
 
 
Ver documento 
 
 
 
 
 
 
 

 

https://www.boe.es/boe/dias/2018/12/29/pdfs/BOE-A-2018-17989.pdf


 
 
 

Nº 84, enero de 2019 

 2013  

Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales 
 
La protección de las personas físicas en relación con el tratamiento de datos personales es un 
derecho fundamental protegido por el artículo 18.4 de la Constitución española. De esta 
manera, nuestra Constitución fue pionera en el reconocimiento del derecho fundamental a la 
protección de datos personales cuando dispuso que «la ley limitará el uso de la informática 
para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio 
de sus derechos». Se hacía así eco de los trabajos desarrollados desde finales de la década de 
1960 en el Consejo de Europa y de las pocas disposiciones legales adoptadas en países de 
nuestro entorno. 
 
Por otra parte, también se recoge en el artículo 8 de la Carta de los Derechos Fundamentales 
de la Unión Europea y en el artículo 16.1 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. 
Anteriormente, a nivel europeo, se había adoptado la Directiva 95/46/CE citada, cuyo objeto 
era procurar que la garantía del derecho a la protección de datos personales no supusiese un 
obstáculo a la libre circulación de los datos en el seno de la Unión, estableciendo así un espacio 
común de garantía del derecho que, al propio tiempo, asegurase que en caso de transferencia 
internacional de los datos, su tratamiento en el país de destino estuviese protegido por 
salvaguardas adecuadas a las previstas en la propia directiva. 
 
El Reglamento general de protección de datos pretende con su eficacia directa superar los 
obstáculos que impidieron la finalidad armonizadora de la Directiva 95/46/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas 
físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de esos 
datos. La transposición de la directiva por los Estados miembros se ha plasmado en un mosaico 
normativo con perfiles irregulares en el conjunto de la Unión Europea lo que, en último 
extremo, ha conducido a que existan diferencias apreciables en la protección de los derechos 
de los ciudadanos. 
 
El Reglamento general de protección de datos supone la revisión de las bases legales del 
modelo europeo de protección de datos más allá de una mera actualización de la vigente 
normativa. Procede a reforzar la seguridad jurídica y transparencia a la vez que permite que 
sus normas sean especificadas o restringidas por el Derecho de los Estados miembros en la 
medida en que sea necesario por razones de coherencia y para que las disposiciones 
nacionales sean comprensibles para sus destinatarios. Así, el Reglamento general de 
protección de datos contiene un buen número de habilitaciones, cuando no imposiciones, a los 
Estados miembros, a fin de regular determinadas materias, permitiendo incluso en su 
considerando 8, y a diferencia de lo que constituye principio general del Derecho de la Unión 
Europea que, cuando sus normas deban ser especificadas, interpretadas o, excepcionalmente, 
restringidas por el Derecho de los Estados miembros, estos tengan la posibilidad de incorporar 
al derecho nacional previsiones contenidas específicamente en el reglamento, en la medida en 
que sea necesario por razones de coherencia y comprensión. 
 
La adaptación al Reglamento general de protección de datos, que será aplicable a partir del 25 
de mayo de 2018, según establece su artículo 99, requiere, en suma, la elaboración de una 
nueva ley orgánica que sustituya a la actual. En esta labor se han preservado los principios de 
buena regulación, al tratarse de una norma necesaria para la adaptación del ordenamiento 
español a la citada disposición europea y proporcional a este objetivo, siendo su razón última 
procurar seguridad jurídica. 
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Esta ley orgánica consta de noventa y siete artículos estructurados en diez títulos, veintidós 
disposiciones adicionales, seis disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y 
dieciséis disposiciones finales. 
 
El Título I, relativo a las disposiciones generales, comienza regulando el objeto de la ley 
orgánica, que es, conforme a lo que se ha indicado, doble. Así, en primer lugar, se pretende 
lograr la adaptación del ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y el Consejo, de 27 de abril de 2016, Reglamento general de protección 
de datos, y completar sus disposiciones. A su vez, establece que el derecho fundamental de las 
personas físicas a la protección de datos personales, amparado por el artículo 18.4 de la 
Constitución, se ejercerá con arreglo a lo establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en 
esta ley orgánica. Las comunidades autónomas ostentan competencias de desarrollo 
normativo y ejecución del derecho fundamental a la protección de datos personales en su 
ámbito de actividad y a las autoridades autonómicas de protección de datos que se creen les 
corresponde contribuir a garantizar este derecho fundamental de la ciudadanía. En segundo 
lugar, es también objeto de la ley garantizar los derechos digitales de la ciudadanía, al amparo 
de lo dispuesto en el artículo 18.4 de la Constitución. 
 
Destaca la novedosa regulación de los datos referidos a las personas fallecidas, pues, tras 
excluir del ámbito de aplicación de la ley su tratamiento, se permite que las personas 
vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho o sus herederos puedan solicitar el 
acceso a los mismos, así como su rectificación o supresión, en su caso con sujeción a las 
instrucciones del fallecido. También excluye del ámbito de aplicación los tratamientos que se 
rijan por disposiciones específicas, en referencia, entre otras, a la normativa que transponga la 
citada Directiva (UE) 2016/680, previéndose en la disposición transitoria cuarta la aplicación a 
estos tratamientos de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, hasta que se apruebe la 
citada normativa. 
 
En el Título II, «Principios de protección de datos», se establece que a efectos del Reglamento 
(UE) 2016/679 no serán imputables al responsable del tratamiento, siempre que este haya 
adoptado todas las medidas razonables para que se supriman o rectifiquen sin dilación, la 
inexactitud de los datos obtenidos directamente del afectado, cuando hubiera recibido los 
datos de otro responsable en virtud del ejercicio por el afectado del derecho a la portabilidad, 
o cuando el responsable los obtuviese del mediador o intermediario cuando las normas 
aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del tratamiento establezcan 
la posibilidad de intervención de un intermediario o mediador o cuando los datos hubiesen 
sido obtenidos de un registro público. También se recoge expresamente el deber de 
confidencialidad, el tratamiento de datos amparado por la ley, las categorías especiales de 
datos y el tratamiento de datos de naturaleza penal, se alude específicamente al 
consentimiento, que ha de proceder de una declaración o de una clara acción afirmativa del 
afectado, excluyendo lo que se conocía como «consentimiento tácito», se indica que el 
consentimiento del afectado para una pluralidad de finalidades será preciso que conste de 
manera específica e inequívoca que se otorga para todas ellas, y se mantiene en catorce años 
la edad a partir de la cual el menor puede prestar su consentimiento. 
 
También en relación con el tratamiento de categorías especiales de datos, el artículo 9.2 
consagra el principio de reserva de ley para su habilitación en los supuestos previstos en el 
Reglamento (UE) 2016/679. Dicha previsión no sólo alcanza a las disposiciones que pudieran 
adoptarse en el futuro, sino que permite dejar a salvo las distintas habilitaciones legales 
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actualmente existentes, tal y como se indica específicamente, respecto de la legislación 
sanitaria y aseguradora, en la disposición adicional decimoséptima. El Reglamento general de 
protección de datos no afecta a dichas habilitaciones, que siguen plenamente vigentes, 
permitiendo incluso llevar a cabo una interpretación extensiva de las mismas, como sucede, en 
particular, en cuanto al alcance del consentimiento del afectado o el uso de sus datos sin 
consentimiento en el ámbito de la investigación biomédica. A tal efecto, el apartado 2 de la 
Disposición adicional decimoséptima introduce una serie de previsiones encaminadas a 
garantizar el adecuado desarrollo de la investigación en materia de salud, y en particular la 
biomédica, ponderando los indudables beneficios que la misma aporta a la sociedad con las 
debidas garantías del derecho fundamental a la protección de datos. 
 
El Título III, dedicado a los derechos de las personas, adapta al Derecho español el principio de 
transparencia en el tratamiento del reglamento europeo, que regula el derecho de los 
afectados a ser informados acerca del tratamiento y recoge la denominada «información por 
capas» ya generalmente aceptada en ámbitos como el de la videovigilancia o la instalación de 
dispositivos de almacenamiento masivo de datos (tales como las «cookies»), facilitando al 
afectado la información básica, si bien, indicándole una dirección electrónica u otro medio que 
permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información. 
 
En el Título IV se recogen «Disposiciones aplicables a tratamientos concretos», incorporando 
una serie de supuestos que en ningún caso debe considerarse exhaustiva de todos los 
tratamientos lícitos. Dentro de ellos cabe apreciar, en primer lugar, aquellos respecto de los 
que el legislador establece una presunción «iuris tantum» de prevalencia del interés legítimo 
del responsable cuando se lleven a cabo con una serie de requisitos, lo que no excluye la 
licitud de este tipo de tratamientos cuando no se cumplen estrictamente las condiciones 
previstas en el texto, si bien en este caso el responsable deberá llevar a cabo la ponderación 
legalmente exigible, al no presumirse la prevalencia de su interés legítimo. Junto a estos 
supuestos se recogen otros, tales como la videovigilancia, los ficheros de exclusión publicitaria 
o los sistemas de denuncias internas en que la licitud del tratamiento proviene de la existencia 
de un interés público, en los términos establecidos en el artículo 6.1.e) del Reglamento (UE) 
2016/679.  
 
El Título V se refiere al responsable y al encargado del tratamiento. Es preciso tener en cuenta 
que la mayor novedad que presenta el Reglamento (UE) 2016/679 es la evolución de un 
modelo basado, fundamentalmente, en el control del cumplimiento a otro que descansa en el 
principio de responsabilidad activa, lo que exige una previa valoración por el responsable o por 
el encargado del tratamiento del riesgo que pudiera generar el tratamiento de los datos 
personales para, a partir de dicha valoración, adoptar las medidas que procedan. Con el fin de 
aclarar estas novedades, la ley orgánica mantiene la misma denominación del Capítulo IV del 
Reglamento, dividiendo el articulado en cuatro capítulos dedicados, respectivamente, a las 
medidas generales de responsabilidad activa, al régimen del encargado del tratamiento, a la 
figura del delegado de protección de datos y a los mecanismos de autorregulación y 
certificación. La figura del delegado de protección de datos adquiere una destacada 
importancia en el Reglamento (UE) 2016/679 y así lo recoge la ley orgánica, que parte del 
principio de que puede tener un carácter obligatorio o voluntario, estar o no integrado en la 
organización del responsable o encargado y ser tanto una persona física como una persona 
jurídica. La designación del delegado de protección de datos ha de comunicarse a la autoridad 
de protección de datos competente. La Agencia Española de Protección de Datos mantendrá 
una relación pública y actualizada de los delegados de protección de datos, accesible por 
cualquier persona. Los conocimientos en la materia se podrán acreditar mediante esquemas 
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de certificación. Asimismo, no podrá ser removido, salvo en los supuestos de dolo o 
negligencia grave. Es de destacar que el delegado de protección de datos permite configurar 
un medio para la resolución amistosa de reclamaciones, pues el interesado podrá reproducir 
ante él la reclamación que no sea atendida por el responsable o encargado del tratamiento. 
 
El Título VI, relativo a las transferencias internacionales de datos, procede a la adaptación de lo 
previsto en el Reglamento (UE) 2016/679 y se refiere a las especialidades relacionadas con los 
procedimientos a través de los cuales las autoridades de protección de datos pueden aprobar 
modelos contractuales o normas corporativas vinculantes, supuestos de autorización de una 
determinada transferencia, o información previa. 
 
El Título VII se dedica a las autoridades de protección de datos, que siguiendo el mandato del 
Reglamento (UE) 2016/679 se han de establecer por ley nacional. Manteniendo el esquema 
que se venía recogiendo en sus antecedentes normativos, la ley orgánica regula el régimen de 
la Agencia Española de Protección de Datos y refleja la existencia de las autoridades 
autonómicas de protección de datos y la necesaria cooperación entre las autoridades de 
control. La Agencia Española de Protección de Datos se configura como una autoridad 
administrativa independiente con arreglo a la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, que se relaciona con el Gobierno a través del Ministerio de Justicia. 
 
El Título VIII regula el «Procedimientos en caso de posible vulneración de la normativa de 
protección de datos». El Reglamento (UE) 2016/679 establece un sistema novedoso y 
complejo, evolucionando hacia un modelo de «ventanilla única» en el que existe una autoridad 
de control principal y otras autoridades interesadas. También se establece un procedimiento 
de cooperación entre autoridades de los Estados miembros y, en caso de discrepancia, se 
prevé la decisión vinculante del Comité Europeo de Protección de Datos. En consecuencia, con 
carácter previo a la tramitación de cualquier procedimiento, será preciso determinar si el 
tratamiento tiene o no carácter transfronterizo y, en caso de tenerlo, qué autoridad de 
protección de datos ha de considerarse principal. 
 
El Título IX, que contempla el régimen sancionador, parte de que el Reglamento (UE) 2016/679 
establece un sistema de sanciones o actuaciones correctivas que permite un amplio margen de 
apreciación. En este marco, la ley orgánica procede a describir las conductas típicas, 
estableciendo la distinción entre infracciones muy graves, graves y leves, tomando en 
consideración la diferenciación que el Reglamento general de protección de datos establece al 
fijar la cuantía de las sanciones. La categorización de las infracciones se introduce a los solos 
efectos de determinar los plazos de prescripción, teniendo la descripción de las conductas 
típicas como único objeto la enumeración de manera ejemplificativa de algunos de los actos 
sancionables que deben entenderse incluidos dentro de los tipos generales establecidos en la 
norma europea. La ley orgánica regula los supuestos de interrupción de la prescripción 
partiendo de la exigencia constitucional del conocimiento de los hechos que se imputan a la 
persona, pero teniendo en cuenta la problemática derivada de los procedimientos establecidos 
en el reglamento europeo, en función de si el procedimiento se tramita exclusivamente por la 
Agencia Española de Protección de Datos o si se acude al procedimiento coordinado del 
artículo 60 del Reglamento general de protección de datos. 
 
Finalmente, el Título X de esta ley acomete la tarea de reconocer y garantizar un elenco de 
derechos digitales de los ciudadanos conforme al mandato establecido en la Constitución. En 
particular, son objeto de regulación los derechos y libertades predicables al entorno de 
Internet como la neutralidad de la Red y el acceso universal o los derechos a la seguridad y 
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educación digital así como los derechos al olvido, a la portabilidad y al testamento digital. 
Ocupa un lugar relevante el reconocimiento del derecho a la desconexión digital en el marco 
del derecho a la intimidad en el uso de dispositivos digitales en el ámbito laboral y la 
protección de los menores en Internet. Finalmente, resulta destacable la garantía de la libertad 
de expresión y el derecho a la aclaración de informaciones en medios de comunicación 
digitales. 
 
Las disposiciones adicionales se refieren a cuestiones como las medidas de seguridad en el 
ámbito del sector público, protección de datos y transparencia y acceso a la información 
pública, cómputo de plazos, autorización judicial en materia de transferencias internacionales 
de datos, la protección frente a prácticas abusivas que pudieran desarrollar ciertos 
operadores, o los tratamientos de datos de salud, entre otras. 
 
De conformidad con la disposición adicional decimocuarta, la normativa relativa a las 
excepciones y limitaciones en el ejercicio de los derechos que hubiese entrado en vigor con 
anterioridad a la fecha de aplicación del reglamento europeo y en particular los artículos 23 y 
24 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal, seguirá vigente en tanto no sea expresamente modificada, sustituida o derogada. La 
pervivencia de esta normativa supone la continuidad de las excepciones y limitaciones que en 
ella se contienen hasta que se produzca su reforma o abrogación, si bien referida a los 
derechos tal y como se regulan en el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta ley orgánica. Así, por 
ejemplo, en virtud de la referida disposición adicional, las Administraciones tributarias 
responsables de los ficheros de datos con trascendencia tributaria a que se refiere el artículo 
95 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, podrán, en relación con dichos 
datos, denegar el ejercicio de los derechos a que se refieren los artículos 15 a 22 del 
Reglamento (UE) 2016/679, cuando el mismo obstaculice las actuaciones administrativas 
tendentes a asegurar el cumplimiento de las obligaciones tributarias y, en todo caso, cuando el 
afectado esté siendo objeto de actuaciones inspectoras. 
 
Las disposiciones transitorias están dedicadas, entre otras cuestiones, al estatuto de la Agencia 
Española de Protección de Datos, el régimen transitorio de los procedimientos o los 
tratamientos sometidos a la Directiva (UE) 2016/680. Se recoge una disposición derogatoria y, 
a continuación, figuran las disposiciones finales sobre los preceptos con carácter de ley 
ordinaria, el título competencial y la entrada en vigor. 
 
 
Ver documento 
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Real Decreto-ley 19/2018, de 23 de noviembre, de servicios de pago y otras 
medidas urgentes en materia financiera 
 
La existencia de un mercado de servicios de pago adecuado constituye un requisito básico en 
la construcción de un mercado único eficiente dentro de la Unión Europea. Para ello, la 
regulación de los servicios de pago ha de promover, en particular, un entorno que propicie el 
desarrollo ágil de las transacciones de pago, unas reglas comunes respecto a su operatividad, 
un abanico suficientemente amplio de opciones de pago para los usuarios y unas normas de 
protección efectiva a los usuarios de servicios de pago. La seguridad y la homogeneidad en los 
procesos de pago son piezas clave en la mejora de la eficiencia y la reducción de los costes de 
dichos procesos, tanto a nivel nacional como en aquellos pagos realizados entre Estados 
miembros. 
La Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago, puso los cimientos para asentar las 
bases comunes en la regulación de la prestación de servicios de pago dentro de nuestro 
ordenamiento jurídico, transponiendo el contenido de la Directiva 2007/64/CE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 13 de noviembre de 2007, sobre servicios de pago en el mercado 
interior, por la que se modifican las Directivas 97/7/CE, 2002/65/CE, 2005/60/CE y 2006/48/CE 
y por la que se deroga la Directiva 97/5/CE. Además de establecer un marco de protección 
homogéneo para los usuarios de servicios de pago, dicha ley facilitó considerablemente la 
aplicación operativa de los instrumentos de pago en euros dentro de la zona única de pagos, 
la Single Euro Payments Area o SEPA. 
 
Este real decreto-ley se articula sobre la base de un esquema muy similar al de la Directiva que 
principalmente transpone, opción esta que, además de mejorar el grado de armonización y 
homogeneidad con el marco europeo común, facilita la sistematicidad en la interpretación del 
conjunto normativo. Así, el real decreto-ley se estructura en cinco títulos, con un total de 72 
artículos, tres disposiciones adicionales, nueve transitorias, una derogatoria y trece finales. 
 
El título preliminar contiene las disposiciones generales que regulan los aspectos principales 
del texto legal. Desde el punto de vista objetivo, se delimita el ámbito de aplicación por lo que 
concierne a los servicios de pago. 
 
Entre los servicios de pago regulados por este real decreto-ley se incluyen dos nuevos: 
iniciación de pagos e información sobre cuentas. Ambos servicios suponen el acceso de 
terceros a las cuentas de los usuarios de servicios de pago. 
 
Respecto del título I, que establece las líneas generales del régimen de autorizaciones de 
entidades de pago, la novedad más relevante se encuentra en el hecho de que se transfieren al 
Banco de España las competencias relativas a su tramitación y el otorgamiento, que hasta este 
momento venía ostentando el Ministerio de Economía y Empresa. El Banco de España, que 
anteriormente debía emitir un informe preceptivo dentro de dicho procedimiento, ahora 
asume la responsabilidad última de otorgar la correspondiente autorización. 
 
En el título II se mantiene en líneas generales para todos los servicios de pago el sistema de 
transparencia en cuanto a las condiciones y los requisitos de información aplicables a dichos 
servicios, dando siempre un margen notable a la libertad contractual. 
 
En el título III se establecen los derechos y las obligaciones de los proveedores y de los usuarios 
en relación con servicios de pago. El cambio más relevante introducido en este título deriva de 
la regulación de los servicios de iniciación de pagos y de información sobre cuentas de pago, 
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en particular sobre la delimitación de las responsabilidades derivadas del uso de ambos 
servicios. Además, se introduce un nuevo capítulo que regula los riesgos operativos y de 
seguridad de los proveedores de servicios de pago. 
 
El título IV recoge el régimen sancionador aplicable a los proveedores de servicios de pago que 
se integra dentro del correspondiente a la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, 
supervisión y solvencia de entidades de crédito, a través de la disposición final sexta. 
 
En cuanto a las disposiciones adicionales primera a tercera, mantienen el régimen aplicable a 
los adeudos o abonos correspondientes a operaciones distintas de las de pago, el relativo a la 
retirada de efectivo en cajeros automáticos y las facultades del Banco de España como 
autoridad competente para determinar la información que deben remitirle los proveedores de 
servicios de pago. 
 
Las disposiciones transitorias primera a novena buscan la adaptación de las entidades de pago 
y entidades de dinero electrónico a la nueva regulación contenida en el título I, y en particular 
de aquellas empresas que venían prestando los servicios de iniciación de pagos e información 
sobre cuentas de pago. 
 
La disposición final primera actualiza la lista de sistemas de pagos y de liquidación de valores 
tras la integración de la comunidad española en la plataforma paneuropea TARGET2-
Securities. 
 
La disposición final segunda modifica la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de 
Inversión Colectiva, para adaptar nuestro ordenamiento al Reglamento (UE) n.º 2017/1131, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 2017 sobre fondos del mercado 
monetario, que establece una regulación armonizada para este tipo de fondos de inversión y 
que impone a los Estados miembros la obligación de establecer un régimen sancionador. 
Desde el 21 de julio de 2018 dicho Reglamento es de aplicación, por lo que se incluye el 
régimen sancionador de los incumplimientos de dicha norma europea en la Ley 35/2003, de 4 
de noviembre, de instituciones de inversión colectiva con vistas a establecer los tipos 
infractores que reflejen los incumplimientos de las obligaciones del Reglamento. 
 
La disposición final tercera adapta a las exigencias de la Directiva (UE) 2015/2366 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2015 la regulación sobre 
comercialización a distancia de servicios financieros. 
 
La disposición final cuarta modifica la Ley de Sociedades de Capital añadiendo un nuevo 
supuesto en el que no es posible la separación del accionista por falta de distribución de 
dividendos para el caso de los socios de las entidades de crédito y otras entidades financieras 
que no sean sociedades cotizadas sujetas al Reglamento (UE) n.º 575/2013 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013 sobre los requisitos prudenciales de las 
entidades de crédito y las empresas de inversión, y por el que se modifica el Reglamento (UE) 
n.º 648/2012. 
 
La disposición final quinta modifica la normativa sobre las entidades de dinero electrónico en 
el sentido establecido por la Directiva (UE) 2015/2366 del Parlamento Europeo y del Consejo 
de 25 de noviembre de 2015. 
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La disposición final sexta modifica el régimen sancionador de la Ley 10/2014, de 26 de junio, 
de ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito, para adaptarla a la actividad 
de prestación de servicios de pago y completar la adaptación de la normativa a la 
Directiva 2013/36/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, relativa 
al acceso a la actividad de las entidades de crédito y a la supervisión prudencial de las 
entidades de crédito y las empresas de inversión, por la que se modifica la 
Directiva 2002/87/CE y se derogan las Directivas 2006/48/CE y 2006/49/CE y homologar el 
régimen sancionador español al de otros Estados Miembros y el Banco Central Europeo. 
Destaca especialmente la habilitación de un canal adecuado para que toda persona que 
disponga de conocimiento o sospecha fundada de incumplimiento de las obligaciones en 
materia de supervisión prudencial de entidades de crédito previstas en dicha ley y su 
normativa de desarrollo tenga la posibilidad y el derecho a comunicarlo al Banco de España 
con las debidas garantías (también conocido como whistleblowing). 
 
Esta misma disposición final también realiza ajustes en materia de supervisión y sanción de 
entidades de crédito y empresas de servicios de inversión, que garanticen una mejor 
transposición de la mencionada Directiva 2013/36/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 26 de junio de 2013. En concreto, se trata de concretar que todos los centros de actividad 
establecidos en territorio español por entidades de crédito europeas cuya administración 
central se encuentre en otro Estado miembro se considerarán una única sucursal, y de 
asegurar el adecuado intercambio de información entre el Banco de España y otras 
autoridades competentes de la Unión Europea, en el caso de entidades españolas controladas 
por una entidad matriz de la Unión Europea. 
 
La disposición final séptima modifica la Ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la 
financiación empresarial, para atribuir al Banco de España la autorización de los 
establecimientos financieros de crédito híbridos. En la medida que los Establecimientos 
Financieros de Crédito híbridos prestan servicios de pago, esta modificación es coherente con 
el hecho de que se le atribuyan al Banco de España las competencias en autorización de las 
entidades de pago en este real decreto-ley. 
 
La disposición final octava modifica la Ley 11/2015, de 18 de junio, de recuperación y 
resolución de entidades de crédito y empresas de servicios de inversión, en lo que se refiere a 
la definición de sucursales en España de entidades sujetas a dicha ley. Esta modificación 
pretende transponer correctamente lo previsto para las sucursales de entidades establecidas 
fuera de la Unión Europea en la Directiva 2014/59/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 15 de mayo de 2014, por la que se establece un marco para la reestructuración y la 
resolución de entidades de crédito y empresas de servicios de inversión, y por la que se 
modifican la Directiva 82/891/CEE del Consejo, y las Directivas 2001/24/CE, 2002/47/CE, 
2004/25/CE, 2005/56/CE, 2007/36/CE, 2011/35/UE, 2012/30/UE y 2013/36/UE, y los 
Reglamentos (UE) n.º 1093/2010 y (UE) n.º 648/2012. En este sentido, se hace también 
necesaria la modificación del artículo 53 para aclarar que el FROB podrá recaudar 
contribuciones de las sucursales en España de entidades establecidas fuera de la Unión 
Europea. Asimismo, esta disposición final contiene previsiones para clarificar las facultades del 
FROB como autoridad de resolución ejecutiva en el momento de llevar a cabo una resolución, 
con respecto a las limitaciones y requisitos exigidos en la normativa societaria, de acuerdo con 
la Directiva 2014/59/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014. 
 
La disposición final novena modifica el texto refundido de la Ley del Mercado de Valores, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre. Los objetivos que se 
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persiguen con esta modificación son los siguientes: en primer lugar, se lleva a cabo una 
adecuación formal y técnica de algunas de sus disposiciones. En segundo lugar, se adapta la 
norma a distintos reglamentos europeos recientes cuya entrada en vigor y aplicación efectiva 
ya se ha producido.  
 
En tercer lugar, se completa la transposición de dos Directivas parcialmente transpuestas. Por 
una parte, la Directiva de Ejecución (UE) 2015/2392 de la Comisión, de 17 de diciembre 
de 2015, relativa al Reglamento (UE) n.º 596/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo 
que respecta a la comunicación de posibles infracciones o infracciones reales de dicho 
Reglamento a las autoridades competentes; y la Directiva 2013/36/UE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013 relativa al acceso a la actividad de las entidades 
de crédito y a la supervisión prudencial de las entidades de crédito y las empresas de inversión, 
por la que se modifica la Directiva 2002/87/CE y se derogan las Directivas 2006/48/CE 
y 2006/49/CE. 
 
De esta forma, la norma vertebradora de la regulación aplicable a los mercados de valores 
queda plenamente adaptada al Derecho europeo vigente, asegurando que la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores cuenta con todos los instrumentos de supervisión necesarios 
para garantizar el buen funcionamiento de dichos mercados y la adecuada protección del 
inversor. 
 
Las disposiciones finales décima a decimotercera recogen los títulos competenciales, la 
declaración de incorporación de Derecho de la Unión Europea, la habilitación para el 
desarrollo reglamentario y la entrada en vigor. 
 
 
Ver documento 
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Normativa autonómica 
 
 
Comunidad Autónoma Valenciana 

 
Ley 24/2018, de 5 de diciembre, de la Generalitat, de mediación de la 
Comunitat Valenciana 
 
El derecho de acceso a la justicia es un derecho fundamental e indispensable para la garantía y 
protección de los demás derechos, ya sea a través de procesos jurisdiccionales, de todos 
aquellos procedimientos orientados a tratar o prevenir conflictos o de la labor de órganos no 
jurisdiccionales, como, entre otros, las instituciones nacionales de derechos humanos, los 
organismos de igualdad y los defensores del pueblo.  
 
Existen muchos conflictos que no llegan a los tribunales y se resuelven por otras vías. Así, por 
ejemplo, todas las que se pueden encontrar dentro de los denominados métodos alternativos 
de solución de conflictos (MASC), resolución alternativa de litigios (RAL) o métodos 
alternativos de resolución de conflictos (MARC o ADR, por su acrónimo en inglés), que incluyen 
vías alternativas como la mediación, la negociación, la conciliación, el derecho colaborativo y el 
arbitraje.  
 
Estos métodos contribuyen al fomento de la cultura de la paz, del diálogo, de la participación, 
de la convivencia, de la justicia reparadora, de la escucha y del reconocimiento del otro, así 
como la regeneración de los lazos sociales. Además, la promoción de este tipo de mecanismos 
alternativos o complementarios repercute en la reducción del alto nivel de litigiosidad y 
sobrecarga de asuntos judiciales, contribuyendo así a mejorar la efectividad de la 
administración de justicia.  
 
La mediación es un procedimiento caracterizado por la intervención activa de una o más de 
una persona mediadora profesional, neutral e imparcial, que facilita la comunicación entre las 
personas mediadas y el análisis objetivo de sus intereses, las conduce en el procedimiento y las 
ayuda a que por sí mismas lleguen a alcanzar acuerdos que resuelvan, total o parcialmente, el 
conflicto o que mejoren la gestión del mismo.  
 
La mediación se configura como un sistema que gravita en torno a la autonomía, la 
voluntariedad y la libre decisión de las partes, lo que, con el auxilio de terceras personas 
externas, facilita el logro de soluciones a medida de los interesados y permite la preservación 
de las relaciones futuras entre los mismos. Esta actividad se realiza, además, con el debido 
respeto a los principios de confidencialidad, imparcialidad, neutralidad y, en su caso, 
cooperación con la administración de justicia. Por otra parte, conlleva una considerable 
reducción de costes tanto para los particulares como para el sector público y contribuye, como 
se ha indicado, a la descarga de los procesos jurisdiccionales ante los tribunales de justicia. 
 
La presente ley tiene por objeto regular la mediación en la Comunitat Valenciana en el ámbito 
de sus competencias, y de conformidad con la normativa del Estado, fomentando el acceso a la 
ciudadanía a este método alternativo de solución de conflictos.  
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Resulta idónea la implantación de los procedimientos mediadores en multitud de ámbitos tan 
aparentemente heterogéneos como pueden ser el familiar, el sanitario, el medioambiental, el 
cooperativo, el empresarial, el comunitario o el administrativo, por poner sólo algunos 
ejemplos. 
 
La gran flexibilidad que caracteriza el procedimiento de mediación favorece su utilización 
extensiva en todos los sectores de la actividad humana en los que interese una solución 
autocompositiva que permita el mantenimiento de las relaciones entre las partes.  
 
Esta circunstancia, así como el resto de beneficios ya señalados, ha impulsado a la Generalitat 
a dotarse, adaptándose a las necesidades y exigencias sociales, de una norma con rango de ley 
que contemple las actuaciones profesionales de mediación que se desarrollen total o 
parcialmente en el territorio valenciano, en las que la persona mediadora esté inscrita en el 
registro que se crea al efecto y en las que las partes se acojan a ella voluntariamente. Se trata 
de una regulación general y flexible que permite instaurar, sin perjuicio de sus posibles 
particularidades sectoriales, un marco general para los procedimientos mediadores que se 
vayan desarrollando en el ámbito de las competencias estatutariamente asumidas.  
 
Si bien en algunos ámbitos se viene utilizando el término mediación, éste se asocia a 
actividades o funciones que no se ajustan al procedimiento regulado en la presente ley o que 
ya tienen una normativa sectorial propia que contempla procedimientos específicos de 
mediación. En estos supuestos, como sucede con la mediación intercultural, regulada en la Ley 
15/2008, de 5 de diciembre, de la Generalitat, de integración de las personas inmigrantes en la 
Comunitat Valenciana, la presente ley tendrá carácter supletorio.  
 
Esta ley se dicta, por una parte, al amparo de lo previsto en la citada Ley estatal 5/2012, de 6 
de julio, y de lo previsto en los artículos 9.3 y 49.1.36 del Estatuto de autonomía de la 
Comunitat Valenciana; y, por otra parte, al amparo de las competencias en materia de 
normativa procesal y procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la 
organización de la Generalitat, así como para la regulación de colegios profesionales y ejercicio 
de profesiones tituladas.  
 
El artículo 9.3 del Estatuto de autonomía conlleva el compromiso activo de la Generalitat para 
instaurar los medios adecuados para que exista una administración de justicia sin demoras 
indebidas y próxima al ciudadano, contribuyendo la mediación a esos fines y a reducir el 
número de asuntos que llegan a los órganos judiciales, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 
49.1.36 del texto estatutario.  
 
La Generalitat tiene, además, competencias en multitud de ámbitos o sectores en los que la 
mediación puede desarrollar sus efectos, como medio autocompositivo para la resolución de 
conflictos. Así, entre ellos, podemos hacer referencia al artículo 10 de nuestro Estatuto de 
autonomía que atribuye competencia a la Generalitat para la «defensa integral de la familia, 
los derechos de las situaciones de unión legalizadas, protección del menor de edad y la 
integración y accesibilidad universal en cualquier ámbito de la vida pública, social, educativa o 
económica».  
 
Por último, cabe añadir que el informe del Observatorio sobre Asistencia Jurídica Gratuita en la 
Comunitat Valenciana (2017) promovido por la Conselleria de Justicia, Administración Pública, 
Reformas Democráticas y Libertades Públicas propuso «promover la utilización de métodos 
alternativos de solución de conflictos (MASC)». 
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La presente ley se estructura en un título preliminar, cinco títulos, dos disposiciones 
adicionales, una transitoria, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales.  
 
El título preliminar es el relativo a las disposiciones generales. Se divide en dos capítulos. El 
primero trata los asuntos concernientes a la actividad de la mediación; en él se establece la 
finalidad de la ley, su ámbito de aplicación, el objeto de la mediación, y se definen los 
conceptos básicos. En el capítulo segundo se contienen los principios esenciales de la 
mediación. Entre estos principios, que deben observarse en toda mediación, se encuentran: la 
voluntariedad, la igualdad de las partes, la neutralidad e imparcialidad de las personas 
mediadoras, la confidencialidad, la buena fe, el carácter presencial y la flexibilidad de la 
actuación de las partes.  
 
El título I contempla las actuaciones y la organización administrativa en el ámbito de la 
mediación. Consta de un capítulo primero, en el que se regula la actuación de la Generalitat, 
de las administraciones locales y de las entidades mediadoras a las que se les otorga una 
función colaborativa, al tiempo que se determinan sus funciones; y de un capítulo segundo, en 
el que se establece la organización administrativa de la Generalitat en materia de mediación 
integrada por el Centro de Mediación de la Comunitat Valenciana –órgano coordinador de las 
actuaciones que en materia de mediación se desarrollen en el ámbito de la presente ley–, el 
Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana –instrumento de 
carácter público para facilitar a la ciudadanía el acceso a los servicios profesionales de 
mediación– y el Consejo Asesor de Mediación de la Comunitat Valenciana –órgano colegiado 
de participación y consulta.  
 
Los títulos II y III, estructurados respectivamente en dos capítulos, se ocupan de regular las 
personas intervinientes en la mediación. En ellos se establecen los derechos y deberes tanto 
de las partes como de la persona mediadora y se describen los requisitos de titulación y 
formación que han de cumplir para ejercer la función mediadora.  
 
El título IV está dedicado a la regulación del procedimiento y a los costes de la mediación. Está 
estructurado en dos capítulos. El primero es el relativo al procedimiento y en el mismo se 
regula su inicio, la designación de las personas mediadoras y la garantía de su imparcialidad. 
Además, se establecen las distintas fases del procedimiento, la finalización del mismo, los 
requisitos que han de observar las actas finales, así como su valor jurídico. El capítulo segundo 
se ocupa de los costes de la mediación, estableciendo el principio, salvo acuerdo en contrario, 
de igual carga económica para las partes, y los supuestos de mediación gratuita.  
 
El título V es el relativo al régimen sancionador. Éste, a su vez, está dividido en cuatro 
capítulos. El primero hace referencia a las consideraciones generales. En el segundo se 
determina qué actuaciones de las personas y de las entidades mediadoras constituyen 
infracciones administrativas. En el capítulo tercero se establece el tipo de sanciones a imponer 
según la infracción cometida, mientras que el capítulo cuarto regula la competencia y el 
procedimiento sancionador.  
 
La ley contiene una disposición adicional primera relativa al reconocimiento de los 
profesionales y entidades mediadoras que hasta la fecha de la entrada en vigor de la misma 
venían desempeñando labores de mediación en la Comunitat Valenciana y una disposición 
adicional segunda referida al impulso de la mediación en los procedimientos administrativos 
de la Generalitat.  
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Por su parte, la disposición derogatoria deja sin efectos la Ley 7/2001, de 26 de noviembre, 
reguladora de la mediación familiar en el ámbito de la Comunitat Valenciana, con la salvedad 
de determinados preceptos, que pasan a tener rango reglamentario y, por último, las 
disposiciones finales facultan al Consell para el desarrollo reglamentario de la ley y establecen 
la fecha de su entrada en vigor.  
 
Por último, cabe reseñar que durante el procedimiento de elaboración y tramitación de la 
presente ley han sido consultados los principales agentes públicos y privados que tienen 
relación y están expresamente afectados por las determinaciones de esta ley, cuyas 
alegaciones han sido analizadas y, en la medida de lo posible, incorporadas al texto legal, 
coherente con los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, 
transparencia y eficiencia, de acuerdo con los motivos expuestos. 
 
 
Ver documento 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

http://www.dogv.gva.es/datos/2018/12/07/pdf/2018_11432.pdf
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Comunidad Autónoma del Principado de Asturias 

 
Ley del Principado de Asturias 12/2018, de 23 de noviembre, de Transportes 
y Movilidad Sostenible 
 
La Constitución española, en su artículo 19, establece como uno de los derechos 
fundamentales de los españoles el de «circular por el territorio nacional», y, en su artículo 45, 
proclama como uno de los principios rectores de la política social y económica el derecho que 
todos tienen «a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así 
como el deber de conservarlo», encomendando a los poderes públicos velar «por la utilización 
racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de vida y 
defender y restaurar el medio ambiente». Todo ello conduce a la necesidad de que los poderes 
públicos promuevan la efectividad del derecho fundamental a circular por el territorio, pero 
teniendo en cuenta que la movilidad ha de respetar el medio ambiente y debe realizarse de la 
forma más compatible posible con una utilización racional de los recursos naturales, siempre 
con el objetivo último de mejorar la calidad de vida de las personas. En este sentido, es preciso 
tomar en consideración la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido; la Ley 34/2007, de 15 
de noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera; la Ley 2/2011, de 4 de marzo, 
de Economía Sostenible, así como otros documentos normativos y estratégicos concernidos 
por el avance hacia una movilidad más sostenible, entre los que destacan las Estrategias de 
medio ambiente, urbana y de movilidad sostenible.  
 
La Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres, estableció la 
regulación del transporte terrestre con la pretensión de su máxima extensión aplicativa, 
partiendo de que el mantenimiento de un sistema común de transporte resultaría 
imprescindible para la efectividad de una serie de principios constitucionales, tales como la 
unidad de mercado en todo el territorio del Estado. No obstante, el Tribunal Constitucional, en 
reiteradas sentencias, ha venido insistiendo en la competencia de las Comunidades 
Autónomas para la regulación de los transportes que se desarrollen íntegramente dentro de 
sus respectivos territorios.  
 
El artículo 10.1.5 del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, atribuye la 
competencia exclusiva del Principado de Asturias en materia de ferrocarriles, carreteras y 
caminos cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en su territorio, y en los mismos términos 
el transporte terrestre, fluvial, por cable o tubería. El artículo 10.1.6 del Estatuto hace idéntica 
declaración respecto del transporte marítimo exclusivamente entre puertos o puntos de su 
territorio sin conexión con puertos o puntos de otros ámbitos territoriales; el 10.1.7 sobre los 
centros de contratación y terminales de carga en materia de transportes, y el 10.1.9 sobre los 
puertos de refugio, puertos, aeropuertos y helipuertos que no sean de interés general del 
Estado.   
 
El tiempo transcurrido desde la aprobación de la Ley 16/1987, de 30 de julio, durante el cual se 
han sucedido acontecimientos tales como la excesiva proliferación del uso del vehículo privado 
motorizado, con los consiguientes problemas medioambientales, económicos y para la salud 
generados por la saturación viaria, la accidentalidad, la ineficiencia energética, la emisión de 
gases de efecto invernadero y otros, aconseja que la regulación del transporte no se realice en 
un cuerpo normativo ajeno a materias con las que se ve diariamente involucrado, sino en 
sintonía con las mismas; y es por ello por lo que cobra relevancia señalar la competencia 
también exclusiva del Principado de Asturias en materia de ordenación del territorio y del 
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litoral, urbanismo y vivienda, y sobre las obras públicas que no tengan la calificación legal de 
interés general del Estado ni afecten a otra Comunidad Autónoma (artículo 10.1.3 y 4 del 
Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias), así como su competencia para el desarrollo 
legislativo y la ejecución, en el marco de la legislación básica del Estado, de la protección del 
medio ambiente y del régimen local (artículo 11.5 y 10 del Estatuto de Autonomía del 
Principado de Asturias). Por otra parte, la Unión Europea ha venido desarrollando una 
continuada labor normativa tendente a tratar de disminuir la contaminación y los efectos 
negativos que origina el transporte y, en los últimos años, ha aprobado diversas directivas en 
materia de emisiones de gases de efecto invernadero causantes del cambio climático, calidad 
del aire, evaluación ambiental, ruido, suministro y utilización de la energía, uso de 
biocarburantes, etiquetado de vehículos, etcétera. Igualmente, la Unión Europea ha definido 
un marco estratégico formado, entre otros, por el «Libro Verde de la Energía: hacia una 
estrategia europea de seguridad del abastecimiento energético» (2000), «Desarrollo sostenible 
en Europa para un mundo mejor: estrategia de la Unión Europea para un desarrollo 
sostenible» (2001), el Sexto Programa de Acción Comunitario en Materia de Medio Ambiente, 
denominado «Medio ambiente 2010: el futuro está en nuestras manos» (2001), o el «Libro 
verde: Hacia una nueva cultura de la movilidad urbana» (2007). Especial relevancia en materia 
de transportes públicos de viajeros reviste el Reglamento (CE) n.º 1370/2007, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2007, sobre los servicios públicos de transporte de 
viajeros por ferrocarril y carretera y por el que se derogan los Reglamentos (CEE) n.º 1191/69 y 
(CEE) n.º 1107/70 del Consejo, cuya entrada en vigor se produjo el 3 de diciembre de 2009. 
 
La Ley el Principado de Asturias 1/2002, de 11 de marzo, del Consorcio de Transportes de 
Asturias, primera disposición legal en la materia, creó un ente público con las competencias, 
representatividad y capacidad técnica suficientes para ejercer funciones en materia de 
coordinación y control, planificación de infraestructuras y servicios, establecimiento de un 
marco tarifario común con sus correspondientes títulos de transporte y compensaciones 
económicas entre los diferentes operadores que garanticen el equilibrio del sistema: el 
Consorcio de Transportes de Asturias. La creación de este ente respondió a la necesidad de 
articular un sistema de transportes más eficiente y, también, de apoyar la ordenación 
territorial, minimizar los gastos globales del transporte, incluidos los costes externos, y reducir 
el uso del transporte privado en beneficio de la demanda de transporte colectivo, 
contribuyendo así a la mejora del medio ambiente y a un uso más racional y eficiente de las 
infraestructuras viarias de Asturias. 
 
El Principado de Asturias está llamado a ejercer sus competencias, dotándose de un cuerpo 
legislativo propio adaptado a las singularidades territoriales, poblacionales y orográficas que, 
además de regular la actividad del transporte público, tenga en cuenta que esta ha de formar 
parte de un modelo de movilidad dirigido a mejorar la calidad de vida de los ciudadanos, 
comprometido con el medio ambiente, energéticamente más eficiente, más sostenible 
económicamente y que garantice una mayor accesibilidad, tanto territorial como social, 
asequible para todos y con especial atención a las personas con discapacidad o movilidad 
reducida.  
 
Este nuevo modelo de movilidad ha de ofrecer alternativas al basado en el uso del vehículo 
privado motorizado mediante el fomento del uso de modos de transporte más sostenibles, 
como son la marcha a pie, la bicicleta u otros medios de transporte activo llamados a ganar 
protagonismo en el futuro y que cuentan con todo un Título encaminado a ordenar las 
actuaciones públicas de fomento de estos medios de transporte desde las diferentes 
administraciones públicas con alguna competencia en la materia. El transporte público 
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también debe jugar un papel trascendental en la reducción de los impactos ambientales y 
sociales asociados a la movilidad, mediante su potenciación a través de la mejora de sus 
condiciones de prestación, garantizando así un mejor aprovechamiento de los recursos 
disponibles. Para ello, en ejercicio de la potestad legislativa del Principado de Asturias, se ha 
considerado necesario regular las condiciones de prestación de las actividades de transporte 
propiamente dichas desde un enfoque integral, abordando todos los modos y la interrelación 
entre otros, así como en sus aspectos de relación con la ordenación del territorio, el 
urbanismo, el régimen local, la protección medioambiental y el desafío del cambio climático, 
resaltando muy especialmente la posición del Consorcio de Transportes de Asturias como el 
ente público encargado de la gestión conjunta del servicio de transporte público de viajeros y 
del fomento de la movilidad sostenible a través de la cooperación y participación 
interinstitucional; regulación que se acomete sin perjuicio de la aplicabilidad directa de la 
normativa de la Unión Europea reguladora de los servicios públicos de transporte de viajeros 
por ferrocarril y carretera. 
 
 
Ver documento 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

https://sede.asturias.es/bopa/2018/12/04/2018-12023.pdf

